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Sobre la Alianza Hondureña ante el Cambio Climático (AHCC)

La Alianza es un acuerdo de voluntades, abierto a todas las organizaciones interesadas 
que estén de acuerdo en el marco ético que se ha establecido de manera conjunta.

Principios:
- Los propósitos y acciones de la Alianza son bajo el enfoque de Justicia Climática;
- Respeto y defensa de los derechos de las comunidades y sus bienes naturales;
- Diversidad cultural y respeto a la cosmovisión de los pueblos indígenas;
- Conexión desde lo local a lo nacional y global;
- Solidaridad con las comunidades y sectores de la sociedad que luchan por los bienes 

naturales.

Organizaciones miembro de la AHCC involucradas en la elaboración del Reporte 

Nacional sobre el REDD+ y las salvaguardas sociales, ambientales y culturales:

Asociación de Comités Ecológicos del Sur de Honduras (ACESH), Asociación 
Coordinadora Indígena y Campesina de Agroforestería Comunitaria en Centroamérica 
(ACICAFOC), Asociación Pescadores Artesanales del Golfo de Fonseca (APAGOLF), 
Comisión de Acción Social Menonita (CASM), FIAN Internacional sección 
Honduras, Fundación Parque Nacional Pico Bonito (FUPNAPIB), Red Nacional de 
Comunidades Amenazadas por la Minería en Honduras (RENACAMIH).

Patrocinan:

Fotografías: FUPNAPIB

Coordinación del Reporte Nacional

Claudia Pineda Medina, FIAN/AHCC

Equipo Técnico:

Karen Lily Mejía, ACICAFOC/AHCC
Nely Romero, FIAN/AHCC
Patricia Guillén, Consultora en Comunicación
María José Bonilla, Consultora especialista en cambio climático
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Presentación

H
ONDURAS es un país catalogado altamente vulnerable a los impactos del cambio 
climático, que sumado a las condiciones pre-existentes de pobreza y exclusión de sec-
tores poblacionales amplios, conduce a panoramas preocupantes de mayor pobreza y 
conlictividad social. 

La conlictividad en materia socio-ambiental se origina en las decisiones de política que 
contravienen derechos fundamentales como a un ambiente sano y a la gama de derechos 
que procuran condiciones dignas de vida. 

Hasta el momento, las comunidades y poblaciones desconocen qué es REDD+ y temen 
que su implementación pueda perjudicarles, que existan posibilidades de desplazarlos de 
sus zonas e impedirles el usufructo que siempre han tenido para vivir de los productos de 
la naturaleza de manera racional. 

Es necesario y urgente una amplia, efectiva y transparente participación de los sectores que 
serán abordados con la iniciativa REDD+, de tal manera, que se garantice el respeto a sus 
derechos fundamentales.

Loa actores participantes en el proceso de revisión y análisis para la elaboración del se-
gundo Reporte Nacional sobre leyes y políticas en cambio climático, fueron animados por 
las organizaciones miembro de la AHCC y sus aliados clave en sus respectivos territorios. 
La meta en los talleres territoriales era poner al alcance de los diferentes actores sociales 
interesados la propuesta de REDD+ y del sistema nacional de salvaguardas; permitir un 
análisis preliminar de la propuesta gubernamental.

La convocatoria se centró en miembros de organizaciones no gubernamentales vinculadas 
al trabajo de cambio climático y ambiente, cooperativas agroforestales, juntas de agua, 
organizaciones que deienden los derechos humanos, organizaciones indígenas que nunca 
participaron del proceso de elaboración de REDD+ y las salvaguardas, patronatos, redes 
de mujeres y jóvenes.

Además de los talleres territoriales, se desarrollaron entrevistas bilaterales con un impor-
tante grupo de personas que trabajan y conocen la realidad agro-forestal desde la pers-
pectiva de las comunidades y de los emprendimientos locales. Así como organizaciones 
y personas defensoras de los bienes territoriales, organizaciones co -manejadoras de áreas 
protegidas, académicos y profesionales del área forestal.
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La información compartida y análisis con 
los diferentes actores se hizo con el docu-
mento de la Estrategia de REDD+, el Pro-
grama de Restauración y las salvaguardas 
ambientales, sociales y culturales que el go-
bierno ha emitido recientemente.

El análisis de estos importantes instrumen-
tos nacionales parte de los principios de la 
justicia climática y derechos humanos; así 
como del contexto ambiental, social, políti-
co y económico que rodea la problemática 
ambiental en el país. 

Los ejes temáticos expuestos en el presente 
Reporte luego de ser abordados en los en-
cuentros territoriales y las entrevistas con 
especialistas fueron:

• Gobernabilidad y gobernanza

• Beneficios sociales y ambientales en las comunidades

• Control y regulación del uso de los bienes naturales en 

especial el bosque

• Tenencia y distribución de la tierra

• Sectores priorizados y los incentivos para su desarrollo 

en contra de la conservación de los ecosistemas

• Acceso a la justicia

Entre las percepciones de los participantes 
sobre el proceso de diseño de la iniciativa 
REDD+ y las salvaguardas destacan: los 

grupos comunitarios no son sujetos activos 
en la deinición y planeación de acciones en 
esos territorios previamente identiicados 
para la implementación de los programas 
comprendidos en REDD+; son impercep-
tibles los mecanismos especíicos de parti-
cipación ciudadana y mecanismos de trans-
parencia de la acción estatal. Existe descon-
ianza en las instituciones gubernamentales 
y no se esperan de los entes que persiguen 
los delitos de corrupción den mayores res-
puestas en la búsqueda de justicia.1

Como líneas de propuestas para el fortale-
cimiento del tejido social en los territorios 
destacan: Aprovechar los espacios existen-
tes en los territorios en los que se organiza 
la sociedad civil; inclusión de las manco-
munidades, municipalidades, y plataformas 
organizativas de sociedad civil en la coor-
dinación interinstitucional e intersectorial; 
regular y planiicar la gestión de la infor-
mación; desarrollar los principios de la ley 
de cambio climático  y en general de los 
mecanismos de protección ambiental; esta-
blecimiento de mecanismos y espacios para 
la atención a grupos vulnerables; establecer 
y desarrollar las salvaguardas garantizando 
su efectividad tanto en el marco legal na-
cional como en la implementación a través 
de acciones e instituciones  públicas espe-
cíicas.

1. Resultados de los trabajos en talleres con participación de actores locales.
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Avances reportados del Proceso 
REDD+Honduras por la Dirección 
Nacional de Cambio Climático 

La Dirección Nacional de Cambio Climá-
tico (DNCC), expresa que tienen varios 
procesos en marcha y otros por diseñarse a 
partir del próximo año 2021 en materia de 
mitigación.

Las iniciativas buscan contribuir a los com-
promisos contraídos ante la Convención 
Marco de Naciones Unidas para el Cam-
bio Climático (CMNUCC), denominadas 
Contribuciones Nacionalmente Determi-
nadas, cuyas siglas en ingles es NDC2.

Hasta el momento se tiene diseñada la Es-
trategia REDD+ para luego ser presentada 
al Comité Interinstitucional de Cambio 
Climático y ser aprobada inalmente. El 
proyecto para su elaboración fue apoya-
do por el Programa de Naciones Unidas 
(PNUD) y cerró recientemente.

Reconoce la DNCC que quedaron varios 
aspectos inconclusos y que deberán traba-
jarse de manera inmediata, estas mejoras e 
incorporaciones se asumirán como actua-
lizaciones a la estrategia. Nacionalmente 
serán publicadas periódicamente y cada 
dos años con la presentación de los infor-
mes bienales (identiicados por sus siglas 
en inglés como BURs)  ante la CMNUCC 
se incorporan de manera oicial en cumpli-
miento de sus compromisos, y en las co-
municaciones que el gobierno realiza a la 
Convención (cada 5 años) deberá incluirse 
de igual manera.

2.  NDC actualizadas establece los siguientes compromisos: un millos de hectáreas 

de bosques reforestadas, 39%  reducción uso de leña, 15% reducción de emisiones, 

medidas de adaptación.

Entre los aspectos críticos que deben darse 
seguimiento mencionan: las estrategias po-
líticas y operativas del mecanismo REDD+; 
preparación para la implementación median-
te proyectos pilotos REDD+ en las comuni-
dades; establecer las medidas para incentivar 
la participación en lo local; deinir la tenencia 
y propiedad de la tierra, estableciendo entre 
otros aspectos acuerdos interinstitucionales 
entre el Instituto de la Propiedad (IP), Insti-
tuto de Conservación Forestal (ICF), el Ins-
tituto Nacional Agrario (INA), así como de 
la mejora y uniicación del catastro nacional 
de tierras; claridad en el manejo del mercado 
nacional e internacional de carbono y los de-
rechos del carbono; un programa nacional de 
incentivos agroforestales; mejorar el sistema 
de información y el enfoque nacional de sal-
vaguardas; fortalecimiento de las capacidades 
para la participación nacional en los merca-
dos voluntarios; desarrollar protocolos y guías 
para la certiicación de huella de carbono, 
para los mercados nacionales y mercados vo-
luntarios.

Todos esos aspectos deben estar articulados 
a otros procesos nacionales, para el caso, una 
política nacional agroforestal que diseñará 
la recién creada Oicina Presidencia Eco-
nomía Verde en coordinación con el ICF, el 
INA, la Secretaría de Ambiente, la Secre-
taria de Agricultura y Ganadería (SAG); 
los programas nacionales de recuperación 
de ecosistemas terrestres, recuperación de 
ecosistemas degradados, de consumo y de-
sarrollo sostenible, economía azul- todos 
estos también manejados desde esta misma 
oicina presidencial.

Hasta la fecha el único programa que tiene 
una guía de implementación desarrollada 
es el de recuperación de bienes y servicios 
ecos sistémicos.
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Gobernabilidad y Gobernanza:
Se entiende como gobernanza  la interac-
ción adecuada entre actores sociales, eco-
nómicos y políticos. Una mala gobernan-
za conlleva entre otras consecuencias a un 
conlicto de competencias entre las institu-
ciones gubernamentales.

La gobernabilidad  es la capacidad del 
gobierno de atender las demandas de los 
actores; mecanismos participativos que se 
implementan para la toma de decisiones; 
administración de los bienes del Estado de 
manera adecuada y trasparente; estabilidad 
institucional y política; continuidad en las 
reglas e instituciones. Una mala gobernabi-
lidad conduce a la debilidad institucional y 
falta de coordinación para el desarrollo de 
las leyes y políticas públicas.

La participación ciudadana es una condi-
ción necesaria para el desarrollo tanto de la 
gobernanza como de la gobernabilidad. La 
participación desde la perspectiva de los dere-
chos humanos es considerada de relevancia 
estratégica para el ejercicio de la democracia. 
La democracia representativa se refuerza y 
profundiza con la participación permanente, 
ética y responsable de la ciudadanía3 (OEA, 
2001). Por otra parte, establece que la parti-
cipación de la ciudadanía en las decisiones 
relativas a su propio desarrollo es un derecho 
y una responsabilidad. Promover y fomentar 
diversas formas de participación fortalece la 
democracia4. Y deberá fortalecerse la insti-
tucionalidad política y de las organizaciones 
de la sociedad civil5

Las dimensiones de justicia climática6 
(Kerber) ayudan a comprender la partici-
pación7, como los diferentes mecanismos y 
espacios que la hagan efectiva (dimensión 
procedimental), así como de determinar 
quiénes son reconocidos en el proceso de 

3. Artículo 2 de la Carta Democrática Interamericana.

4. Artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana.

5. Artículo 27 de la Carta Democrática Interamericana.

6. Las dimensiones de la Justicia Climática según Kerber son la distributiva, la proce-

dimental y la restauradora.

7. Aproximaciones para operacionalizar las dimensiones de la justicia climática de 

Kerber con los ejes de análisis (Claudia Pineda, AHCC).

El capítulo desarrolla los conceptos explicativos de los ejes temáticos desde la 
perspectiva de los derechos humanos y la justicia climática para ayudar a analizar los 

contenidos dispuestos en la iniciativa REDD+ y las salvaguardas.

CAPÍTULO 1:

Desarrollo del marco conceptual
y el marco analítico

Una mala gobernanza conlleva entre otras 
consecuencias a un conflicto de competencias 
entre las instituciones gubernamentales.
Una mala gobernabilidad conduce a la debilidad 
institucional y falta de coordinación para el 
desarrollo de las leyes y políticas públicas.
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concertación entre gobierno y ciudadanía 
sin discriminación y de acuerdo a las nece-
sidades e intereses de los individuos o del 
colectivo de individuos (dimensión distri-
butiva). En casos de exclusión deberán de-
terminarse los procedimientos para su in-
serción y reconocimiento de las repercusio-
nes de la falta o ausencia de la participación 
(dimensión restauradora).8

En cuanto a la Coordinación interinstitucional 
e intersectorial para el buen funcionamiento 
de la estructura institucional del gobierno, así 
como, para la construcción de un desarrollo 
inclusivo y adecuado a las necesidades de las 
personas y el ambiente, éste debe procurar 
favorecer las condiciones de la participación 
ciudadana, hacia una visión integral de las ne-
cesidades esenciales de los ciudadanos. 

Se considera en el marco de relexión que 
la dimensión procedimental favorece la par-
ticipación institucional y sectorial con me-
canismos efectivos de coordinación y coo-
peración entre los diferentes actores guber-
namentales y no gubernamentales. Desde la 
dimensión distributiva la incorporación de 
los distintos niveles de gobierno (nacional, 
regional y local), sus relaciones dadas des-
de la perspectiva territorial y sectorial. De la 
coordinación de instancias entre el gobier-
no en los diferentes ámbitos territoriales y 
sectoriales con los actores sociales especial-
mente los más vulnerables ante el cambio 
climático.

Una condición necesaria hacia la efectivi-
dad de la coordinación interinstitucional e 
intersectorial de actores gubernamentales y 
los diferentes actores sociales es la voluntad 
política y apoyo explícito de autoridades en 

8. Aproximaciones para operacionalizar las dimensiones de la justicia climática de 

Kerber con los ejes de análisis (Claudia Pineda, AHCC).

los diferentes niveles de gobierno. Seguido 
de los mecanismos especíicos para desa-
rrollar la articulación entre el ámbito na-
cional, regional y local.

El acceso a información y transparencia. La 
información es considerada un pilar del 
Estado de Derecho, es un derecho humano 
que permite ejercer el control ciudadano de 
la gestión pública.

La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos reconoce el derecho a todo indi-
viduo de investigar y recibir informaciones y 
opiniones y el de difundirlas sin limitación 
de fronteras, por cualquier medio de expre-
sión (artículo 19). También el Pacto Univer-
sal de Derechos Civiles y Políticos establece 
que toda persona tiene derecho a la libertad 
de expresión, derecho que comprende la li-
bertad de buscar, recibir y difundir informa-
ciones e ideas de toda índole (artículo 19). 
(Observatorio de políticas públicas de dere-
chos humanos en Mercosur).

La Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre consagra el derecho 
a toda persona a la libertad de investiga-
ción, de opinión y de expresión y difusión 
del pensamiento (artículo 4). A su vez, la 
Convención Americana de Derechos Hu-
manos consagra el derecho de toda persona 
a la libertad de pensamiento y expresión, 
comprendiendo dicho derecho, la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones 
e ideas de toda índole (artículo 13).9

9. Tomado de la página web del Observatorio de políticas públicas de derechos hu-

manos en MERCOSUR.

La efectividad de la coordinación de actores 
gubernamentales y los diferentes actores 
sociales es la voluntad política.
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Regulación y control de los bienes comunes 
naturales (gestión).
Los bienes comunes naturales son la at-
mósfera, el sol, las aguas, los bosques, entre 
otros elementos que componen la natura-
leza y el sistema climático en su conjunto 
Su gestión desde las comunidades repre-
senta la posibilidad de su conservación en 
el tiempo y en una sana relación entre las 
necesidades de las personas y la posibilidad 
de regeneración de la naturaleza.

Como se ha reconocido, el modelo indus-
trial y hasta la fecha de globalización del 
capital, ha propiciado la actual crisis climá-
tica con las consecuentes afectaciones en 
países como Honduras. Por lo tanto, seguir 
buscando respuestas de remediación y so-
brevivencia basadas en el mercado y la mer-
cantilización de las medidas de adaptación 
y mitigación, no son más que pequeños 
parches ante la catástrofe.

Solo es retomar los modelos de vida y con-
vivencia de los pueblos originarios, para 
comprender que en los espacios micro de 
nuestras sociedades están las respuestas 
adecuadas, que permitirán la sobrevivencia 
humana y del planeta tal como lo conoce-
mos hoy día.

La gestión comunitaria de los bienes co-
munes naturales implica acciones sosteni-
bles de aprovechamiento, conservación y 
restauración.

En materia de derechos humanos se puede 
citar un importante instrumento interna-
cional, como es la declaración del derecho 
al desarrollo, cuyo mensaje enfatiza en la 
plena soberanía sobre todas las riquezas y 
recursos naturales de los pueblos. La libre 
determinación de los pueblos a la gestión 
de sus bienes naturales.10 (Asamblea Ge-
neal de Naciones Unidas, 1986).

Las responsabilidades en la gestión y regu-
lación de los bienes naturales deberán to-
mar en consideración muchos aspectos que 
procuren su ejecución de la mejor manera. 
Algunos de los aspectos que se mencionan 
a continuación se señalaron a lo largo de los 
encuentros realizados en los talleres terri-
toriales y con las entrevistas a especialistas 
en los temas abordados en el presente Re-
porte.

Iniciando por la preocupación sobre la 
Coherencia del Marco legal y de política 
nacional. Se reiere a como las leyes y po-
líticas públicas presenta sus objetivos de 
forma clara y armonizada que alcancen un 
desarrollo ambientalmente sostenible y la 
plena realización de los derechos humanos 
de todos los ciudadanos.

Las decisiones de política deberán estable-
cer algunos elementos que son especial-
mente relevantes de manera trasversal, para 
el caso, los derechos humanos, la equidad 
de género. El mismo cambio climático es 
un asunto que los Estados deben darle la 
importancia necesaria para su combate.

Algunos de los instrumentos internacio-
nales que orientan estás aspiraciones mun-
diales y que deberán regir las normativa 
nacional, de manera coherente entre cada 

10.  Declaración del Derecho al desarrollo, artículo 1, numeral 2.

Seguir buscando respuestas de remediación 
y sobrevivencia basadas en el mercado y la 
mercantilización de las medidas de adaptación 
y mitigación, no son más que pequeños parches 
ante la catástrofe.
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una de ellas, se puede comenzar con el 
objetivo plasmado en el documento de la 
CMNUCC, y del cual Honduras es signa-
taria, manda estabilizar las concentraciones 
de Gases de Efecto Invernadero (GEI) en 
la atmósfera a un nivel que impida inter-
ferencias antropógenas peligrosas para el 
sistema climático.11Nivel que deberá tener 
un plazo suiciente para permitir que los 
ecosistemas se adapten naturalmente. Hace 
especial atención al aseguramiento de la 
producción alimentaria. (Naciones Unidas, 
1992) Implica orientar la política pública 
hacia un desarrollo bajo en carbono.

El Acuerdo de París, en consonancia a la 
Convención, establece como objetivos a 
perseguir por los Estados Parte mantener 
el aumento de temperatura media global, 
muy por debajo de los 2°C con respecto a 
los niveles preindustriales, y proseguir li-
mitando el aumento del 1.5°C; 12aumen-
tar la capacidad de adaptación; promover 
un desarrollo bajo en emisiones y resilien-
te al clima de modo que no comprometa 
la producción de alimentos; las corrientes 
inancieras deben contribuir al desarrollo 
bajo en emisiones. Aplicar los principios de 
la Convención de responsabilidades comu-
nes pero diferenciadas y considerar las cir-
cunstancias nacionales. (Naciones Unidas, 
2015).

Beneficios sociales y ambientales en las 
comunidades.
Atención a las necesidades esenciales de las 
personas, especialmente, aquellos que se 
encuentran en una situación de vulnerabi-
lidad social, económica y ambiental. Consi-
derar los colectivos dañados por los impac-
tos del cambio climático y de las medidas 

11. Ver artículo 2 de la CMNUCC

12. Ver artículo 2 del Acuerdo los numerales 2 y 3

incorrectas que se han adoptado para su 
combate.

Para los pueblos indígenas, el Sistema de 
Naciones Unidas a través de resoluciones 
en el marco de la Asamblea General, dis-
pone de medidas de protección y recono-
cimiento a la visión de vida y sus necesida-
des especíicas, para el caso la Resolución 
61/295 (Asamblea General de Naciones 
Unidas, 2007), destaca entre otros aspectos 
que:
• Deben disfrutar de forma segura sus 

propios medios de subsistencia y de-
sarrollo, y a dedicarse a sus actividades 
económicas, tradicionales y de todo 
tipo (artículo 20).

• Derecho a la mejora de sus condicio-
nes de vida sin discriminación. Para 
eso los Estados deben adoptar medi-
das especiales para su cumplimiento y 
con atención particular a los ancianos, 
niños, mujeres, personas con discapaci-
dad, jóvenes (artículos 21 y 22).

• Derecho a determinar y elaborar prio-
ridades y estrategias para el ejercicio 
de su derecho al desarrollo. Derecho a 
participar activamente en la determina-
ción y elaboración de programas eco-
nómicos y sociales (artículo 23).

Esta misma resolución establece aspectos 
relativos al derecho a protección de su sa-
biduría y práctica tradicional. Al respecto 
indican:
• Derecho a mantener, controlar, prote-

ger y desarrollar su patrimonio cultural, 
sus conocimientos tradicionales (artí-
culo 31)

• Los pueblos indígenas tienen derecho a 
sus propias medicinas tradicionales y a 
mantener sus prácticas de salud, inclui-
da la conservación de sus plantas medi-
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cinales, animales y minerales de interés 
(Artículo 24)

• Los pueblos indígenas tienen dere-
cho a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual con las tierras, te-
rritorios, aguas, mares costeros y otros 
recursos que tradicionalmente han po-
seído u ocupado y utilizado y a asumir 
las responsabilidades que a ese respecto 
les incumben para con las generaciones 
venideras (artículo 31)

• Los pueblos indígenas tienen derecho a 
mantener, controlar, proteger y desarro-
llar su patrimonio cultural, sus conoci-
mientos tradicionales, sus expresiones 
culturales tradicionales y las manifes-
taciones de sus ciencias, tecnologías y 
culturas, comprendidos los recursos 
humanos y genéticos, las semillas, las 
medicinas, el conocimiento de las pro-
piedades de la fauna y la lora, las tradi-
ciones orales, las literaturas, los diseños, 
los deportes y juegos tradicionales, y las 
artes visuales e interpretativas. También 
tienen derecho a mantener, controlar, 
proteger y desarrollar su propiedad in-
telectual de dicho patrimonio cultural, 
sus conocimientos tradicionales y sus 
expresiones culturales tradicionales (ar-
tículo 25).

La Declaración del derecho al desarrollo 
expresa que los Estados deben formular 
políticas de desarrollo nacional  con el in 
de mejorar constantemente el bienestar de 

la población entera y…. en la distribución 
equitativa de los beneicios resultantes de 
éste.13

Grupos Vulnerables, desde la perspectiva 
de los derechos humanos es cuando una 
persona o una población viven en desventa-
ja respecto a otros para satisfacer el goce de 
sus derechos y libertades. El Estado tiene la 
responsabilidad de proteger a las personas 
frente a las condiciones que son coyuntura-
les o estructurales que impiden la satisfac-
ción de los derechos humanos.

Se consideran vulnerables a diversos grupos 
de la población entre los que se encuentran 
las mujeres, la niñez, los adultos mayores, 
las personas con discapacidad, población 
indígena, migrantes.

La tesis desarrollada por Guillermo Kerber 
sobre las dimensiones de la justicia climáti-
ca establece el derecho de las víctimas, ba-
sado fundamentalmente por los principios 
y mandatos que emanan de los derechos 
humanos (Kerber). En este sentido, expresa 
que el derecho internacional de los dere-
chos humanos ha evolucionado cambiando 
la perspectiva de un derecho centrado en el 
Estado al derecho de las personas y recono-
cer los derechos de las víctimas.

El derecho a las víctimas, según la recopi-
lación de Kerber, se desarrolla a través del 
derecho a conocer. Implica para las víctimas 
del cambio climático tener claridad sobre 
las causas y efectos que sufren, las respon-
sabilidades, los medios para adaptarse. El 
derecho a la justicia, bajo la responsabilidad 
de los Estados, más allá del caso individual, 
debe abordarse de manera colectiva y los 
países industrializados en razón de la res-

13. Declaración del derecho al desarrollo artículo 2, numeral 3.

El Estado tiene la responsabilidad de proteger a 
las personas frente a las condiciones que son 
coyunturales o estructurales que impiden la 
satisfacción de los derechos humanos.
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ponsabilidad histórica deberán responder.
El derecho a la reparación, según Kerber, 
debe cubrir la integralidad de perjuicios su-
fridos por las víctimas y son tres tipos de 
medidas:
a) medidas de restitución (víctimas vuel-

van a la situación anterior); 
b) medidas de indemnización ante el per-

juicio síquico y moral, así como, pedir 
la restitución de oportunidades, daños 
materiales, gastos de atención jurídica; 

c) medidas de readaptación, atención mé-
dica que comprenda atención psíquica 
y psicológica.

Estos elementos lo consideran relevante 
para las víctimas del cambio climático y de 
las medidas que adoptan los gobiernos para 
su abordaje y que provoca efectos nocivos 
para las personas y los ecosistemas. Las di-
ferentes medidas de reparación incluyendo 
las económicas no son una prerrogativa de 
los causantes del cambio climático sino un 
derecho de los perjudicados.

Tenencia y distribución de la tierra.
La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (Naciones Unidas, 1948) expre-
sa que toda persona tiene el derecho a la 
propiedad individual y colectivamente, y 
además agrega, que nadie deberá ser priva-
do arbitrariamente de su propiedad. 14

Particularmente para las mujeres se aborda 
este derecho y se desarrolla con más detalle 
en la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación con-
tra la mujer (siglas en inglés, CEDAW) 
(Naciones Unidas, 1979). Indica que los 
Estados Partes deben garantizar los mis-
mos derechos a cada uno de los cónyuges 
en materia de propiedad, compras, gestión, 

14. Declaración Universal de los derechos humanos, articulo 17

administración, goce y disposición de bie-
nes.15 

La satisfacción del derecho a la alimenta-
ción está vinculada directamente a la segu-
ridad sobre el acceso y tenencia a la tierra. 
(Naciones Unidas, 1999) Pone en perspec-
tiva varias situaciones en las que tiene im-
plicaciones sobre grupos particularmente 
vulnerables. Para el caso las familias en las 
zonas rurales que dependen de la produc-
ción de sus alimentos (familias campesinas 
e indígenas)- “posibilidades que tiene el 
individuo de alimentarse directamente o a 
través de la explotación de la tierra produc-
tiva u otras fuentes naturales de alimento”16.
Los grupos socialmente vulnerables como 
las personas sin tierra y otros segmentos 
particularmente empobrecidos pueden re-
querir de programas especiales de atención. 
Hace también mención de personas que 
forman parte de pueblos indígenas cuyo 
acceso a las tierras ancestrales puede verse 
amenazado…

La tenencia de la tierra establece la Ob-
servación General sobre el derecho a la 
alimentación que se garantice su posesión 
y además mantener registros sobre esos de-
rechos (incluidos los bosques)17

El derecho humano a la vivienda (Nacio-
nes Unidas, 1991), observación general 7 
dice que comprende otros derechos como 
la restitución de la vivienda, la tierra y el 
patrimonio.

La protección contra el desalojo forzoso, 
vinculada  estrechamente a la seguridad de 
la tenencia. Se deine como desalojo forzo-

15. CEDAW artículo 16

16. Párrafo 12, Observación 12 sobre el derecho a la alimentación.

17. Observación General 12, artículo 7
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so el hecho de expulsar a personas, familias 
y/o comunidades de los hogares y/o las tie-
rras que ocupan…, en forma permanente 
o provisional, sin ofrecerle medios apropia-
dos de protección legal o de otra índole, ni 
permitirle acceso a ella.

Acceso a la Justicia
Sin acceso a la justicia las personas víctimas 
de violaciones a sus derechos no pueden ser 
escuchadas, informadas y reparadas. Como 
también, pedir cuentas a los gobiernos por 
decisiones que les afectan.

El derecho internacional de los derechos 
humanos ha desarrollado estándares sobre 
el derecho a contar con recursos judiciales 
efectivos para reclamar por la vulneración 
de derechos fundamentales. En ese sentido, 
“los Estados deben remover cualquier obs-

táculo normativo, social o económico que 
impida o limite la posibilidad de acceso a la 
justicia. (OEA, 2007)

Algunos de los principios que son funda-
mentales en el acceso a la justicia (Nacio-
nes Unidas, 2012) son: la igualdad de acce-
so a la justicia para todos, especialmente los 
grupos más vulnerables (servicios judiciales 
transparentes, justos, eicaces y sin discri-
minación); la administración de la justicia 
debe ser imparcial y sin discriminación (in-
dependencia del sistema judicial); meca-
nismos de asesoramiento y representación 
jurídica al alcance de todas las personas; 
acceso a la información sobre el caso y su 
desarrollo; medidas de salvaguardias en ca-
sos que sus derechos de asistencia jurídica 
y acceso a la justicia haya sido afectada o 
negada.
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“La Comisión resalta que para el disfrute de los derechos humanos, resulta 
indispensable que Honduras avance en su proceso de institucionalidad 

democrática, garantice una auténtica separación de poderes y fortalezca el 
estado de derecho. En este contexto resulta crucial que la ciudadanía recobre 

la confianza en sus instituciones estatales. Para ello, el Estado debe tomar 
medidas en la administración de justicia y en la lucha contra la impunidad y 

corrupción”
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El capítulo presenta los principales puntos de vista de las personas que participaron 
en los espacios de diálogo en los territorios y de diferentes especialistas en los temas 

vinculados al Reporte Nacio-nal centrado en REDD+ y las salvaguardas. 

Este apartado del Reporte Nacional se pre-
senta a partir de los ejes temáticos, las Di-
rectrices y Criterios de Transversalización 
de los enfoques de derechos humanos y 
justicia climática.

Entre los aspectos más relevantes a lo lar-
go del proceso de revisión y análisis de la 
propuesta gubernamental de la iniciativa 
REDD+ y las salvaguardas, los presentes se 
reirieron a muchos elementos estructura-
les y coyunturales del quehacer de la insti-
tucionalidad pública y como éste se desa-
rrolla y expresa a través de sus decisiones y 
medidas que adoptan.

Estas iniciativas que ahora se presentan en 
el campo del cambio climático no pueden 
abordarse lejos del contexto social, político, 
económico y por supuesto ambiental histó-
rico y actual en el país.

Resalta la desconianza y falta de credi-
bilidad ciudadana en las dependencias 
estatales, aduciendo un marcado compor-
tamiento de sus funcionarios en actos de 
corrupción, deiciencia en el desarrollo de 
sus competencias y burocracia. Aspectos 
que son expresiones estructurales del mal 
funcionamiento de la administración pú-
blica. Se señala con frecuencia la politiza-
ción de las decisiones y en el desarrollo de 
los programas y proyectos gubernamenta-
les. Dicha práctica, consideran, será parte 
del funcionamiento de los proyectos que se 
desarrollen en REDD+.

Marcan como un punto de deterioro pro-
fundo de la democracia y el estado de de-
recho el conlicto político desencadenado 
con el golpe de estado en el 2009 y de las 
cuestionadas elecciones del 2017. A partir 
de la fecha se intensiica la aprobación de 
concesiones de recursos naturales y servi-
cios públicos; desarrollo de programas y le-

CAPÍTULO 2:

Contexto nacional y el proceso de diseño de la 
iniciativa REDD+ y las salvaguardas

“La Comisión resalta que para el disfrute de 
los derechos humanos, resulta indispensable 
que Honduras avance en su proceso de 
institucionalidad democrática, garantice una 
auténtica separación de poderes y fortalezca 
el estado de derecho. En este contexto 
resulta crucial que la ciudadanía recobre la 
confianza en sus instituciones estatales. Para 
ello, el Estado debe tomar medidas en la 
administración de justicia y en la lucha contra 
la impunidad y corrupción” 
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yes que atentan a los derechos fundamen-
tales de las personas. 

Por otro lado, los actores territoriales in-
dican que las instituciones de gobierno 
incumplen los mandatos señalados en la 
legislación nacional. Este incumplimiento 
se da por acciones directas, por falta de vo-
luntad de hacerlas cumplir y otras muchas 
situaciones en complicidad con empresas o 
particulares con intereses políticos y econó-
micos. Uno de los marcos legales que más 
aducen falta de cumplimiento por parte del 
gobierno es referente a las disposiciones 
ambientales y a los derechos de los pueblos 
indígenas y afro hondureños que no tienen 
un andamiaje sólido en la legislación na-
cional.

En este sentido, la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos (CIDH) en su 
informe del estado de los derechos huma-
nos en Honduras (CIDH, 2019) expresa: 

El proceso de toma de decisiones adolece 
de las características de un estado demo-
crático en las que permite un sistema de 
participación activa de la ciudadanía, de la 
separación de los poderes y una adecuada 
organización institucional que responda a 
las prioridades de desarrollo, la trasparencia 
e inclusión social.

En el caso de la participación del pueblo 
indígena y la consulta, los presentes indi-
caron que tienen dudas con respecto a la 
ley de consulta libre, previa e informada 
que está en proceso de construcción. Esta 
propuesta no incluye el derecho al veto por 
parte de los pueblos ante las iniciativas que 
se les presentan. Por otro lado, el marco le-
gal nacional no desarrolla los preceptos del 
convenio 169 de la OIT y otros instrumen-

tos que pudieran reconocer plenamente los 
derechos indígenas y afro hondureños.

Entre los factores que impiden un proceso 
democrático y apegado al desarrollo basado 
en el respeto de los derechos, es el cambio 
constante en las determinaciones legales 
que deinen las instituciones y sus roles. Se-
ñalan que muchos decretos emitidos desde 
el poder ejecutivo provocan competencias 
de roles institucionales y pasa por encima 
de las determinaciones que dicta una ley. 
Ponen como ejemplo, la creación reciente 
de la oicina clima + y otras oicinas presi-
denciales cuyos objetivos y alcances com-
piten con los alcances que la ley de cambio 
climático otorga a la Dirección Nacional 
de Cambio Climático.

La dinámica descentralizadora de las com-
petencias en distintas instituciones del 
estado y ámbitos territoriales, busca una 
mayor eiciencia en la atención de la pro-
blemática nacional. Esta responsabilidad 
gubernamental, se ve obstaculizada por la 
tendencia cada vez más marcada de con-
centrar el poder y los fondos estatales en la 
igura presidencial. Distorsiona la posibili-
dad de una mayor participación de los dife-
rentes sectores institucionales y sectoriales 
en el ámbito nacional y territorial.

La participación en el diseño de la iniciativa 
esta invisibilizado el gobierno local. Ade-
más al revisar la documentación de los pro-
gramas y de las salvaguardas no se establece 
como un actor importante el gobierno local 
y las fuerzas vivas de los municipios.

La participación ciudadana en la construc-
ción de REDD+ tiene la misma tendencia 
de otras iniciativas en las cuales se centrali-
za en plataformas de sociedad civil. Se de-
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sarrollan procesos denominados participa-
tivos sin llegar a los territorios que estarán 
abarcados en los proyectos pilotos, a través 
de los programas de restauración y paisajes 
productivos. Estas plataformas no bajan al 
ámbito territorial y se abrogan el derecho 
de participar sin una voz legítima de los 
grupos que directamente serán abordados 
al momento de desarrollarse las acciones.
Este comportamiento en la convocatoria 
de la participación ciudadana conduce a re-
sultados sesgados, no pone en perspectiva 
las necesidades reales y sentir de las comu-
nidades y de los grupos más vulnerables, y a 
las cuales, debe responder primordialmente 
la acción estatal. Se corre el riesgo, como 
ha sido evidenciado en muchas experien-
cias anteriores, a generarse  mecanismos 
de protección de intereses personales o de 
grupo.

Media en la comunicación entre las enti-
dades gubernamentales y los convocados 

a conocer de los programas y proyectos 
del gobierno el lenguaje, la adecuación de 
la información, de tal manera, que se de-
sarrolle una efectiva participación y no un 
mero cumplimiento para legitimar lo com-
partido por los funcionarios públicos. Una 
inadecuada presentación de la información 
conduce por el contrario a desinformar y 
en ocasiones hasta la manipulación del au-
ditorio.

La construcción de políticas y medidas 
públicas centralizadas y controladas desde 
las instituciones gubernamentales condu-
cen, según los participantes de los talleres, 
a decisiones que provocan discriminación 
de sectores sociales y productivos que han 
pasado siempre desatendidos por la acción 
estatal. Por el contrario, señalan, se favo-
recen capitales nacionales y trasnacionales 
con todo un paquete de medidas económi-
cas, iscales y legales para que se asienten 
en el territorio, con todas las ventajas en la 
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gestión y uso de los bienes naturales, hasta 
el punto de su degradación. 

La búsqueda de favorecer al gran capital na-
cional y extranjero ha conducido a generar 
incoherencias e inconstancias en el marco 
legal hondureño. La misma visión de de-
sarrollo priorizada en la constitución de la 
república y demás leyes que sintonizan con 
los acuerdos internacionales que favorecen 
el desarrollo sostenible, bajo en carbono y 
respetuoso de los derechos fundamentales 
de todas las personas, se ven amenazados 
con otras disposiciones legales y medidas 
desde el poder ejecutivo que conducen a la 
degradación acelerada de los ecosistemas y 
amenazan la dignidad humana.

Para el caso, se ha lexibilizado los requeri-
mientos y procedimientos para otorgar per-
misos de explotación, y de evaluaciones de 
impacto ambiental. Este aspecto, sin duda 
para los participantes, será un obstáculo real 
al momento de pretender desarrollar los 
programas de restauración de bosques. Mu-
chas de las zonas señaladas como prioritarias 
están siendo sobre explotadas de actividades 
depredadoras y gozan del respaldo guberna-
mental para su desarrollo. Se caliican como 
actividades de prioridad nacional.

La concesión de los bienes naturales para 
la explotación minera y demás actividades, 
que los presentes en los talleres denominan 
extractivas, representan la expresión más 
clara de la real prioridad del gobierno y la 
visión de un desarrollo lejos de la sosteni-
bilidad ambiental y social.

Se señala que existe la posibilidad que los 
proyectos abarcados por REDD+ sean una 
nueva forma de legalización del despojo 
de los medios de vida de la población en 

las comunidades rurales; y no alcancen los 
cometidos expresados en los documentos 
oiciales.

Urge una verdadera armonización del mar-
co legal que en realidad tenga como propó-
sito la conservación de la vida, de lo contra-
rio, se seguirá sin avances sustanciales y con 
leyes que se neutralizan unas a otras. Im-
plica para REDD+, armonizar entre otros, 
la ley de cambio climático, la ambiental, de 
agua, forestal, generación de energía con 
fuentes renovables, lo agrario y agrícola, 
entre otros aspectos. De igual manera, se 
enfrenta a un debilitado sistema penal en la 
cual los delitos ambientales y sus penalida-
des no llegan a ser efectivos.

En términos generales, se expresa mucha 
preocupación por el enfoque de REDD+, 
centrado en el mercado y los aspectos i-
nancieros como un motor para el proceso 
de recuperación y protección de los bos-
ques. Llamó la atención que REDD+ se 
basa, entre oros fundamentos legales na-
cionales, en el artículo 329 reformado de la 
Constitución de la República en la que se 
ordena la instalación de zonas de desarrollo 
y empleo (ZEDE). Situación conlictiva y 
en la que siguen sin resolverse varios recur-
sos de inconstitucionalidad.

Preocupa a los líderes territoriales, el pro-
tagonismo del ejército, incluso en acciones 
propias de las secretarias de estado que es-
tán diseñadas para el abordaje con la ciu-
dadanía de los temas ambientales, agríco-
las y sociales en general. Por otro lado, el 
señalamiento al cuerpo militar y policial 
en instancias nacionales e internacionales 
por violaciones a los derechos humanos en 
distintas situaciones y en territorios de alto 
grado de conlictividad son recurrentes y 
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quedan en la total impunidad. Razón por 
la cual se alertan que nuevos proyectos y 
programas estatales sean manejados por los 
agentes militares.

En la gestión de los bienes naturales, al-
gunas las leyes sectoriales como la forestal, 
incentiva la participación activa de las co-
munidades, sin embargo, dichos enfoques 
de conservación y usufructo a favor de las 
comunidades no ha tenido el impulso, ni la 
prioridad en la acción estatal. Los líderes 
que participaron en los talleres aseguran 
que no es lo mismo lo que está escrito en 
los documentos oiciales y legales a los que 
la realidad se implementa.

Tampoco en términos de regulación esa 
perspectiva de los aprovechamientos sos-
tenibles han sido felizmente desarrollados. 
Las consecuencias son pobreza, degradación 
ambiental y conlictividad territorial.

Son precisamente los acontecimientos de 
conlictividad en los municipios que se 
teme puedan conducir las actividades en-
marcadas en los programas de REDD+ 
sino se atienden las falencias preexistentes. 
Los líderes comunitarios establecen con 
claridad oponerse a todos aquellos proyec-
tos que contravengan su bienestar y dere-
chos. Ya se conoce del desenlace de estas 
situaciones en los que se acusa al Estado de 
Honduras por las violaciones a los derechos 
humanos de los defensores de la tierra y el 
territorio.

Cita textual al respecto, “...la CIDH ad-
vierte con preocupación la grave situación 
de violencia que enfrentan las personas 
defensoras de derechos humanos en Hon-
duras, en particular las y los defensores del 
ambiente, la tierra y el territorio….” 18

La efectiva participación de las personas, 
no solo en el proceso de diseño de las me-
didas de política pública, de los programas 
y proyectos es suiciente. Iniciativas como 
la comprendida en REDD+ debe ser la co-
munidad y las personas que la desarrollen 
directamente. Indican que no se puede ha-
blar de beneicios a las comunidades si les 
relega a una posición de espectadores o solo 
receptores de información o ejecutores de 
decisiones en las cuales no fueron parte.

El enfoque de gestión que establece la pro-
puesta de REDD+ se basa en gran medida 
a los estímulos que ofrece en un determina-
do momento el mercado del carbono y de 
los productos inancieros que la banca na-
cional o internacional podría ofrecer a las 
personas que se dediquen a las actividades 
de conservación y protección de bosques. 
Cuando se pone el mercado y el mundo 
inanciero como un objetivo supremo, los 
derechos, muchas veces quedan en lo de-
clarativo. La verdadera gestión comunitaria 
de sus bienes naturales queda suplantado 
por el afán de lucro por parte de grupos que 
tienen al alcance las posibilidades de pagar 
empresas certiicadoras, los que tienen vín-
culos con funcionarios públicos.

De hecho, los grupos comunitarios agro-
forestales se ven limitados en sus posibili-
dades de aprovechamiento racional de los 
bosques, son los que más exigencias tienen 
por parte de las autoridades del sector fo-

18. Informe de la CIDH 2019, párrafo 17

Enfoques de conservación y usufructo a favor 
de las comunidades no ha tenido el impulso, ni 
la prioridad en la acción estatal
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restal para otorgarles permisos de apro-
vechamiento. En la cadena de beneicios 
son los que menos reciben quedando a los 
intermediarios y a los procesadores de los 
productos del bosque las mayores ganan-
cias. Los compradores de la materia prima 
imponen los precios que les conviene a los 
grupos comunitarios.

En cuanto a la gestión y regulación de las 
zonas forestales y de riquezas ambientales 
que habitan los pueblos indígenas y afro 
hondureños, especialistas, expresan que tal 
como se encuentra el marco legal nacional, 
se tiene muy pocas ventajas de protección. 
Que está muy por debajo de los estándares 
internacionales de derechos humanos a fa-
vor de los pueblos indígenas. Tampoco se 
ve una voluntad política por hacerlos efec-
tivos.

En términos generales, los resultados de las 
opiniones de los diferentes participantes en 
las regiones que se realizó la revisión de los 
documentos oiciales de REDD+, se de-
terminó que el Estado de Honduras no ha 
tenido suiciente  interés en desarrollar pro-
cesos de gestión comunitaria, a pesar, de ser 
parte del entramado legal del sector forestal, 
por el contrario, se ha privatizado el uso de 
los bienes naturales sin que las comunida-
des puedan ser realmente beneiciadas, se 
les despoja de sus medios de vida en el te-
rritorio. Las empresas y particulares vincu-
lados a los círculos políticos han degradado 
los ecosistemas sin que se cumpla la ley.

Se teme además que con los proyectos de 
REDD+ se presione aún más el conlicto 
por la tenencia de la tierra, fomento de la 
individualización de las tierras en las co-
munidades indígenas y afro hondureñas 
donde se tiene aún riquezas forestales y eco 

sistémicas. Se añade, que muchas entidades 
de inanciamiento internacional, así como 
de empresas, presionan como en otros paí-
ses a la introducción de especias foráneas y 
que desequilibran el entorno natural nati-
vo. Se teme, por el abuso y robo en el marco 
de REDD+ de la información genética de 
las plantas y especies que se encuentran en 
los ecosistemas, y luego de ser patentadas, 
se les impida su libre utilización e inter-
cambio. 

Retomando el problema de la falta de clari-
dad en la tenencia y posesión de las tierras 
forestales, agrícolas, ya sea de índole priva-
do, nacional ejidal o iscal. Se instituye de 
larga data la conlictividad estructural so-
bre el acceso a la tierra de manera segura y 
deinitiva para amplios sectores poblacio-
nales en las zonas rurales.

En este sentido, se demanda agilización en 
la realización de censo agrario y forestal, así 
como la determinación de zonas protegi-
das y de importancia para la producción de 
agua. De no determinarse con claridad la 
situación de la tenencia de la tierra, los pro-
yectos de REDD+ y cualquier otra inicia-
tiva corre el riesgo de cimentar los pilares 
sobre arena.

Para los agraristas y especialistas en el área 
forestal, con la ley de modernización y de-
sarrollo agrícola comenzó a precipitarse el 
proceso de degradación ambiental, a esti-
mularse el acaparamiento de tierras y el in-
centivo hacia la expansión de monocultivos 
ampliando la frontera agrícola.

Algunos de los especialistas consultados 
sobre el comportamiento de los mercados 
voluntarios de carbono, opinan, que el es-
cenario por el momento es pesimista por 
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los bajos precios que se mantienen. En 
algunos momentos, incluso, se cayeron de 
manera estrepitosa.

Para las comunidades de países como Hon-
duras, este no es un buen momento para 
incursionar en este campo. El marco legal 
no regula para el caso, la propiedad del car-
bono y por lo tanto, a quien pertenece los 
beneicios que se deriven de su producción. 
Ni siquiera está claro la tenencia y usufruc-
to de las tierras forestales, como para de-
terminar la propiedad del carbono que se 
produce en dichas áreas.

Se agrega que la intermediación en la ven-
ta de carbono, el papel de las certiicadoras 
es un gran problema a la hora de colocar 
la venta en el mercado internacional. Las 
posibilidades para organizaciones comuni-
tarias son muy escazas pues dependen de 
muchos eslabones de intermediación. Se 
vuelven en objetos de esa gran cadena y no 
en protagonistas de sus propias acciones y 
consecuentes beneicios.

En el país, apuntan algunos de los entrevis-
tados, se tuvo la experiencia de los Meca-
nismos de Desarrollo Limpio (MDL), que 
también dependen de los mercados inter-
nacionales, y de éste, las experiencias para 
las comunidades no fue la más exitosa.

Con una participación ventajosa de inver-
sionistas privados nacionales e internacio-
nales que impulsan las iniciativas con su 

gran capital con la promesa a las comuni-
dades que serán beneiciadas. Promesas que 
nunca se concretizaron. Algunos de esos 
proyectos incentivaron la expansión de 
monocultivos como la palma africana, con-
trario a los objetivos de conservación y res-
tauración de las zonas forestales.

Aun cuando el mecanismo de acceso al 
mercado de carbono no se ha desarrolla-
do en el país, se conocen de experiencias 
fraudulentas de empresas y particulares 
que ofrecen beneicios sí entregan títulos 
de propiedad de sus tierras, o les piden pa-
gos por la certiicación de sus cooperativas 
u organizaciones y que puedan ofrecer sus 
bosques conservados al mundo.

En términos de acceso a la justicia, los par-
ticipantes lo orientaron en dos aspectos, uno 
sobre la resolución de los casos de violacio-
nes a los derechos humanos de las defenso-
ras y los defensores de los derechos huma-
nos, el otro, en cuanto a la resolución de las 
demandas y denuncias por la degradación 
ambiental y destrucción de los ecosistemas.

Entre los señalamientos que se realizaron 
de las violaciones realizadas a la integri-
dad física y psicológica de los defensores, 
se mencionaron los asesinatos, encarcela-
mientos sin un debido proceso judicial, la 
difamación, la tortura y tratos crueles, entre 
otros.
Los casos por delitos y faltas ambientales 
fue frecuente la aseveración que la aplica-
ción de las leyes es desigual y al permanecer 
impunes muchos de ellos permite que per-
sista la destrucción de los bosques.

Al relexionar sobre los sistemas de que-
jas establecidos en muchos de los procesos 
administrativos en las instituciones públi-

Se demanda: 
1. Realización de un censo agrario y forestal; 
2. Determinación clara de zonas protegidas y 

zonas productoras de agua
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cas nacionales y municipales, se llegó a la 
conclusión que éstas son prácticamente 
inaplicable, débiles. Mucho más precaria la 
posibilidad de vigilancia y monitoreo social 
de proyectos.

Tomando en consideración la realidad en 
la implementación del marco legal y de los 
sistemas de quejas o de veedurías sociales 
que muy poco impacto han tenido en tér-
minos de trasparencia, reparación y reade-
cuación de la acción estatal, se piensa que 
el sistema de quejas y de las mismas salva-
guardas quedará como una declaración más 
sin efectividad alguna.

Por otro lado, sí el sistema de quejas y de in-
formación de las salvaguardas de REDD+ 
no se armonizan con el marco legal nacio-
nal, en lo penal y en lo administrativo, este 

enfoque será solamente un requisito pero 
no será viable ni aplicable. Está demos-
trado, según la experiencia de los partici-
pantes, que no hay voluntad del Estado el 
cumplimiento de las normas legales y dis-
posiciones regulatorias.

Se considera que la propuesta de las sal-
vaguardas ambientales, sociales y culturales 
desarrolladas por el gobierno tienen gran-
des vacíos operativos y queda solamente en 
el ámbito del discurso de las leyes y los tra-
tados internacionales inaplicables hasta el 
momento en el país.

Las posibilidades para organizaciones 
comunitarias son muy escazas pues dependen 
de muchos eslabones de intermediación.
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El documento sobre la Estrategia Nacional 
de REDD+ establece que el objetivo fun-
damental de promover la participación de 
múltiples actores en el proceso de su diseño 
era para fortalecer la gobernanza forestal. 
Con ese propósito, desarrollaron dos me-
canismos: la Academia REDD+ y Mi Am-
biente para socializar información, realizar 
consulta y validación del subcomponente 
de REDD+HOND. El otro mecanismo 
fue la Escuela de Género, lo caliican de 
gran utilidad para asegurar la incorpora-
ción de las opiniones, aspiraciones y nece-
sidades de las “partes interesadas”.

Describen la participación de platafor-
mas ciudadanas como Confederación 

de Pueblos Autóctonos de Honduras 
(CONPAH), la Mesa Indígena y Afro hon-
dureña de Cambio Climático (MIACC), la 
Plataforma para Pueblos Indígenas y Afro 
hondureños (PIAH) cuya pretensión era 
que participara en el Comité Interinstitu-
cional de Cambio Climático (CICC). Se 
creó la Comisión Nacional de Salvaguardas 
de Honduras (CONASAH).

En estos mecanismos y espacios juntaron 
un grupo de personas que consideraron 
claves para la discusión de la estrategia 
REDD+. Como primer punto de partida 
en el proceso de construcción en un ám-
bito amplio de actores. Sin embargo, hace 
falta comenzar a bajar y ampliar los actores 

De manera propositiva se presenta el análisis del contenido de la iniciativa REDD+, sus 
programas y salvaguardas. Elementos claves que señalaron las personas participantes en 

los talleres territoriales y las entrevistas con especialistas.

CAPÍTULO 3:

Análisis de la iniciativa REDD+, Programas de 
Restauración y las salvaguardas
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participantes que estarán directamente in-
volucrados en los proyectos pilotos. 

Actores claves como las municipalidades, 
las organizaciones que co-manejan áreas 
protegidas, fuerzas vivas y comunidades 
que serán parte de esas áreas priorizadas 
para el desarrollo de los programas, es im-
prescindible que formen parte de las discu-
siones y determinaciones de los contenidos 
y alcances de estas iniciativas.  Es impor-
tante destacar que el documento de la es-
trategia expresa que el nivel de la participa-
ción ciudadana es hasta llegar a la toma de 
decisiones.

Este nivel de participación exige por par-
te de los funcionarios de gobierno realizar 
constantes acciones de retroalimentación 
en el diseño de la iniciativa, los programas y 
las salvaguardas. Que debe tenerse claridad 
en el proceso de toma de decisiones. Que la 
información que se pone a discusión debe 
ser adecuada a la audiencia, los interesados 
y el tiempo necesario para desarrollar una 
discusión amplia en varios niveles y ámbi-
tos sectoriales y territoriales.

La participación delegada debe ser revisa-
da constantemente y veriicar que efectiva-
mente la información y la toma de deci-
siones bajan hasta las bases comunitarias y 
organizativas de sociedad civil. Sin duda el 
éxito de los proyectos de conservación de 
los ecosistemas y desarrollo inclusivo pasa 
por el consentimiento público. Debe por lo 
consiguiente tenerse claridad de los meca-
nismos institucionalizados que garanticen 
una real y efectiva participación, e inclusive, 
independiente a la inluencia gubernamen-
tal, para que exista trasparencia y equidad a 
la hora de establecer los beneicios.

Además de la participación en el proceso 
de diseño y monitoreo de la ejecución de 
las políticas y medidas gubernamentales, la 
participación debe estar clara al momento 
de acceder a los beneicios que se genera-
rán de la actividad de conservación de los 
bosques.

La realidad hoy en día como se explicó en 
el capítulo anterior es que las comunida-
des que viven del bosque son las que menos 
oportunidades tienen en la repartición de 
los beneicios, Son las empresas y los inter-
mediarios de los productos del bosque los 
que ganan en la cadena. 

Las familias exigen una justa y equitativa 
repartición en los beneicios que se generan 
del buen manejo y gestión de los bosques. 
Las oportunidades que se generen por la 
conservación deben ser lideradas direc-
tamente por las comunidades y organiza-
ciones locales a ines a los intereses de las 
personas. 
Sí se parte de las determinaciones legales 
contenidas en la Ley forestal (Congreso 
Nacional, 2008), la gestión participativa de 
las comunidades debería ser efectivas a tra-
vés de los programas y proyectos, más allá 
de REDD+. Algunas de esas consideracio-
nes se resaltan a continuación:
• Participación de la población en el ma-

nejo de los recursos forestales públi-
cos, propiciando los beneicios sociales, 

La participación delegada debe ser revisada 
constantemente y verificar que efectivamente 
la información y la toma de decisiones bajan 
hasta las bases comunitarias y organizativas de 
sociedad civil.
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económicos y ambientales19. Se estable-
ce entre otros, el fomento de la confor-
mación de las asociaciones cooperati-
vas forestales, empresas comunitarias y 
otras formas de organización. 

• Un mecanismo de participación en la 
conservación de bosques es  el Co- ma-
nejo. 20

• El ICF deberá promover el sistema so-
cial forestal para incorporar a las comu-
nidades en actividades de protección, 
manejo, forestación y aprovechamien-
to integral del bosque (artículo 126). 
Este sistema es el conjunto de políticas, 
normas, criterios, estrategias y procedi-
mientos para el desarrollo socioeconó-
mico de las comunidades, grupos que 
viven dentro o alrededor de los bosques 
e incorporarlos21  El Estado debe otor-
gar créditos a los grupos agroforestales 
que estén bajo el sistema social forestal 
(artículo 39); beneiciarse de la regula-
rización de tierras nacionales a través 
de contratos comunitarios (artículo 57). 
Las municipalidades deben promover 
el sistema social forestal (artículo 128). 
El Estado a través del Fondo de rein-
versión forestal y fomento de las plan-
taciones debe otorgar inanciamiento 
con fondos no reembolsables para el 
manejo de contratos de manejo fores-
tal en áreas degradadas o deforestadas, 
con asistencia técnica del ICF (artícu-
lo 132). Los fondos provenientes de la 
cooperación internacional deben privi-
legiar al sistema social forestal (artículo 
152).

Los contratos de manejo forestal comuni-
tario establecidos en la ley, según los líderes 

19. Ley Forestal, artículo 2 sobre los principios.

20. Ley Forestal, Objetivos

21. Ley forestal, artículo 11 de las definiciones

de cooperativas agroforestales son de mu-
cha controversia pues las exigencias para 
las comunidades son bastantes estrictas y la 
capacidad del ICF en el acompañamiento 
técnico es limitado, mucho menos pensar 
en que hay un plan de incentivos, inancia-
miento para el sector comprendido en el 
sistema social forestal.

La participación de la mujer en la repar-
tición de beneicios en el sector forestal es 
aún invisible en el marco legal y en la prác-
tica. Hace falta establecer los mecanismos 
y mandatos para la búsqueda de la equidad 
de género y hacer efectivos los derechos 
sociales y económicos de las mujeres. Es 
también una deuda permanente el diseño 
e implementación del plan estratégico que 
haga posible el sistema social forestal; la es-
trategia nacional de protección forestal. La 
iniciativa REDD+ debe centrarse y partir 
de muchas de las disposiciones y estruc-
turas existentes en la legislación que son 
acordes a los objetivos de preservación de 
los bosques, la promoción de un desarrollo 
sostenible. Es imprescindible que de una 
vez sea efectivo la promoción del enfoque 
de gestión comunitaria de los bosques de 
manera directa y que garantice un desarro-
llo real de las personas bajo la perspectiva 
del aprovechamiento sostenible de los bie-
nes naturales. 

Internacionalmente, la FAO ha puesto a 
disposición de los Estados una serie de di-
rectrices que ayuden a los gobiernos aplicar 
importantes determinaciones que se en-
cuentran en las diferentes Observaciones 
Generales en materia de derechos huma-
nos. En esta ocasión haremos referencia 
a los principios rectores sobre la tenencia 
responsable de la tierra, el bosque y la pesca 
(FAO, 2012), en lo referente a que debe te-
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nerse en cuenta los desequilibrios de poder 
existentes entre las distintas partes y garan-
tizar la participación activa, libre, efectiva, 
signiicativa en informada de individuos, 
grupos en los correspondientes procesos de 
toma de decisiones. Los procesos de con-
sulta y adopción de decisiones deberían de-
sarrollare en un clima de conianza.

REDD+ Honduras pone en perspectiva la 
incorporación de los productores de mono-
cultivos y actividades que han deforestado 
los bosques (ganaderos, cañeros, palme-
ros). A este respecto, los participantes en 
los talleres se reirieron como injusto que 
los tradicionalmente depredadores de los 
medios de vida de las comunidades ahora 
se beneicien de los proyectos de conserva-
ción, con ventajas que van por encima de 
las comunidades. En lugar de aplicar la ley 
y que cumplan con el principio de quien 
daña, paga y restaura.

Cabe resaltar la interpretación que da 
REDD+ Honduras a la Salvaguarda de 
Cancún referida a la participación donde 

expresamente indica que debe asegurarse 
la participación de pueblos indígenas, afro 
hondureños, comunidades locales en toma 
de decisiones en los distintos niveles en el 
manejo, administración de los bosques.

El documento de la estrategia REDD+ 
recoge varios mecanismos para la conser-
vación de bosques que está dispuesto en el 
marco legal ambiental, especialmente, la ley 
forestal:
- A través de las declaratorias micro 

cuencas productoras de agua
- Sistema Nacional de Áreas Protegidas 

de Honduras (SINAPH) 
- Figura del co-manejo
- Certiicados de plantación.

Existen otras iniciativas que de manera 
particular los municipios en el país han 
emprendido con fondos para incentivar 
el manejo adecuado de bosques y micro 
cuencas, les llaman bonos verdes, munici-
pios verdes. Se han querido impulsar pagos 
por servicios ambientales. Muchas de es-
tas modalidades incipientes no fueron res-

Mecanismos y espacios de participación ciudadana en proceso de diseño REDD+ Honduras

• Academia REDD+ y Mi Ambiente
• Escuela de Género 
• Mesa Indígena y Afro hondureña de Cambio Climático (MIACC) 
• Plataforma para Pueblos Indígenas y Afro hondureños (PIAH)
• Comisión Nacional de Salvaguardas de Honduras (CONASAH).

Mecanismos y espacios de participación ciudadana que se establecen en la ley ambiental, cam-

bio climático, forestal y de municipalidades.

• Consejos consultivos en el ámbito nacional, departamental, municipal y comunitario (ley forestal)
• La ley general de ambiente no determina estructuras participativas en el ámbito comunitario y queda enfocado en el 

ámbito nacional a través de organizaciones de sociedad civil nacionales.
• Ley de municipalidades establece diversos mecanismos y espacios de participación ciudadana como el plebiscito, 

cabildo abierto, comisiones ciudadanas de trasparencia/auditorías sociales
• Ley de cambio climático establece el CICC, CTICC, los subcomités.
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paldadas por la institucionalidad pública y 
fueron insostenibles en el tiempo. De igual 
manera, la función de muchas instituciones 
de gobierno de extensión que permitía la 
vinculación con las comunidades en el cui-
dado de los bienes naturales desapareció 
prácticamente por completo. Unidades sin 
fondos suicientes para realizar las acciones, 
poco personal y sin procurar el fortaleci-
miento de los conocimientos y estudios de 
la situación real de los ecosistemas. Como 
tampoco en términos de la persecución pe-
nal ante delitos ambientales.

Se mencionan estas falencias institucio-
nales porque pesan a la hora de pensar en 
cualquier otra iniciativa como REDD+ o 
de programas de recuperación y protección 
de bosques. La participación, el enfoque de 
gestión y la priorización presupuestaria son 
de vital importancia.

No menos importante es el tema de la te-
nencia de la tierra y que tanto conlicto 
despierta entre los diferentes actores terri-
toriales. El gobierno debe resolver el pro-
blema buscando el saneamiento de la pro-
piedad. Ese proceso debe iniciarse con un 
censo agrícola y forestal actualizado, donde 
se aborde de manera interinstitucional con 
el involucramiento del Instituto Nacional 
Agrario (INA), el Instituto de Conserva-
ción Forestal (ICF), el Instituto de la Pro-
piedad (IP), las diferentes organizaciones 
co- manejadoras de áreas protegidas, las 
municipalidades y las fuerzas vivas del mu-
nicipio interesadas, así como de las comu-
nidades agroforestales organizadas.

No se puede ejercer un sistema o plan de 
beneicios nacionales por la protección de 
bosques sin tener claridad de la tenencia 

y uso de la propiedad sobre las tierras fo-
restales, no forestales y áreas protegidas 
del país. Por otro lado, debe garantizarse 
a las comunidades, los pueblos indígenas y 
afro-hondureños el respeto de la propiedad 
sobre sus tierras, así como de las áreas de-
claradas protegidas o de vital importancia 
para la producción de agua. La ley fores-
tal en ese sentido expresa “…garantiza la 
posesión de los grupos campesinos, comu-
nidades, grupos étnicos, determinando sus 
derechos y obligaciones relacionadas con la 
protección y manejo sostenible de los re-
cursos naturales”.

Los procesos de monitoreo y vigilancia del 
diseño e implementación de la estrategia 
y los programas de recuperación y restau-
ración deben estar aianzados en la marco 
nacional regulatorio. Este aspecto obliga a 
una armonización del entramado jurídico 
nacional, conlleva a la búsqueda de la efec-
tividad en su aplicación y a una verdadera 
participación en el monitoreo y vigilancia 
de la actuación estatal por parte de la ciu-
dadanía.

La interpretación de las salvaguardas de 
Cancún no debe quedar en un documento 
declarativo, sino en una meta de aplicación 
a través de las disposiciones legales y de las 
instituciones que lo hagan efectivas.

Localmente las personas que participaron 
en los talleres urgen por introducir el tema 
en las plataformas de defensa territorial y 
desde esos espacios locales comenzar un 
trabajo de vigilancia del desarrollo de la es-
trategia y los programas, así como de cual-
quier proyecto piloto que pretenda estable-
cerse en sus comunidades.
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Formación comunitaria para la protección y convivencia con la naturaleza:
Mantener informada a la población sobre el avance de aprobación e implementación de REDD+ y las salvaguardas, así también, las 
medidas que se adoptaran a través de los proyectos pilotos en las comunidades e impedir impactos sociales y ambientales.

Fortalecimiento de la vida orgánica comunitaria: Desarrollar programas de gestión comunitaria de los recursos natu-
rales en complementariedad con el esfuerzo estatal quien es el responsable de la protección de los ecosistemas. En este aspecto, 
incorporar plenamente a los gobiernos locales (verdadera descentralización); Preparación generacional para la conservación de 
los ecosistemas; Fortalecer las acciones que ayudan a la dignidad de los pueblos y el respecto a la identificación cultural; La 
organización desde las comunidades hacia los municipios y el departamento; Creación de comités de comunicación (plataforma 
departamental y nacional para circular la información entre los actores en los diferentes ámbitos territoriales); Comités ambientales 
en las comunidades22 para que desarrollen monitoreo ambiental, en los que se vinculen las fuerzas vivas, se fortalezca su estructura 
(formación, financiamiento de las actividades de vigilancia comprendido en un plan de trabajo).

Elevar capacidades para la exigibilidad: Empoderamiento de las leyes nacionales e internacionales, los acuerdos y convenios sobre 
derechos humanos a líderes y lideresas de las comunidades; Conocer sobre los derechos humanos y las empresas (derechos 
extraterritoriales), así como los mecanismos internos de los bancos multi y bilaterales sobre el reconocimiento del respeto ambiental 
y de los derechos humanos en  los proyectos que financian, los mecanismos de denuncia; Establecer marcos orientadores para la 
conformación de los comités de vigilancia en el cumplimiento de la legislación nacional e internacional, así como de las salvaguardas 
ambientales, sociales y culturales vinculadas a REDD+. Lograr mayor participación de los miembros de la comunidad y el municipio 
preocupados por la defensa territorial y los programas de restauración.

Tomado de los resultados de los talleres territoriales.

22. En muchos municipios del país ya existen estos espacios comunitarios y es imprescindible fortalecerlos.

Aspectos priorizados para el seguimiento y vigilancia del proceso REDD+
Necesidades de fortalecimiento organizativo que permita una participación consiente 

y efectiva de la ciudadanía en las acciones de conservación y protección de los bienes 
naturales.

CAPÍTULO 4:

Análisis de la iniciativa REDD+, Programas de 
Restauración y las salvaguardas
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Acciones priorizadas.
Estudio estratégico de los instrumentos nacionales e internacionales de protección de las personas y los ecosis-

temas. Exigencia de su aplicabilidad en el ámbito nacional y en los espacios internacionales de denuncia.

Afianzar las estructuras locales de defensa del territorio. En las plataformas de defensa territorial dedicar un comité de vigilancia. Dichos 

comités de vigilancia deberán hacerse vinculantes a las acciones que estén relacionadas a la propuesta e implementación de REDD+. Estos 

comités deben actuar en los espacios e instancias nacionales y municipales ya existentes para tratar la gobernanza forestal, las determinaciones 

establecidas en el desarrollo de los programas de restauración, en el establecimiento de sistema de incentivos, del sistema de información de 

salvaguardas, del sistema de quejas y sobre todo en la vinculación con las demandas judiciales penales y administrativas que contravengan la 

legislación nacional y los derechos fundamentales de las personas.

Elaboración de informes alternativas sobre el cumplimiento o incumplimiento de las leyes y las salvaguardas. Incorporar los informes vinculados 

a los programas y proyectos de REDD+ a los informes que se presentan en el sistema interamericano de DDHH. Así como la búsqueda de justicia 

internacional a través de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Que se vincule el estado de respeto a los derechos humanos por parte 

de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) lo referente a REDD+. Hacer uso de los mecanismos de la Convención Marco 

de Naciones Unidas sobre Cambio Climático (CMNUCC) para hacer visible el incumplimiento e irrespeto del gobierno de Honduras a través de 

proyectos que pudieran perjudicar los derechos fundamentales de las personas.

En cuanto al sistema de quejas, este debe adecuarse a todas las necesidades de los usuarios en los territorios, lenguaje, acceso y trasparencia. 

Confidencialidad y seguridad de la denuncia interpuesta. Establecer claramente de acuerdo al mandato legal nacional y al funcionamiento del 

sistema de quejas los mecanismos de resarcimiento a las personas que hayan sido perjudicadas. Establecer las sanciones penales y adminis-

trativas claras cuando terceros incumpla los alcances del marco legal nacional y de las salvaguardas.

La justiciabilidad en términos del desarrollo de la estrategia de REDD+ es de suma preocupación para los líderes territoriales porque el 

enfoque es eminentemente financiero y busca para dirimir los conflictos instrumentos nacionales e internacionales como el arbitraje. Estos 

arbitrajes están diseñados de tal manera que las comunidades y los grupos más vulnerables no puedan acceder a instrumentos y mecanismos 

de justicia y resarcimiento. El mercado y el capital garantizan sus derechos sobre las personas. En este sentido, las salvaguardas quedan sin 

efecto alguno.

Tomado de los resultados de los talleres territoriales y las entrevistas con especialistas.

Debilidades institucionales y de política que deben trabajarse de manera inmediata.
- Desarrollo de mecanismos, espacios para la participación amplia, legítima de los sectores y poblaciones interesados, especialmente en los 

territorios;

- Impulsar el enfoque de gestión comunitaria de los bienes naturales, que se refleje en la priorización de la inversión pública su desarrollo;

- Resolución de la problemática de la tenencia y propiedad de la tierra, asegurando los derechos de los pueblos indígenas, afro hondureños 

y de comunidades tradicionales;

- Desarrollo de un censo forestal y agrícola con la participación del ICF, la SAG, el IP, las organizaciones co-manejadoras de áreas protegidas, 

las municipalidades, mancomunidades, las cooperativas agroforestales y las fuerzas vivas de los municipios.
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Acrónimos

ACICAFOC Asociación Coordinadora Indígena y Campesina de Agro-forestería Comunitaria.

ACESH Asociación de Comités Ecológicos del Sur de Honduras.

AHCC Alianza Hondureña ante el Cambio Climático.

APAGOLF Asociación de Pescadores Artesanales del Golfo de Fonseca.

CASM Comisión de Acción Social Menonita.

CEDAW Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer. 

CICC Comité Interinstitucional de Cambio Climático.

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

CTICC Comité Técnico Interinstitucional de Cambio Climático.

CMNUCC Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático.

CONASAH Comité Nacional de Salvaguardas de Honduras.

CONPAH Confederación de Pueblos Autóctonos de 

Honduras.

DDHH Derechos Humanos.

DNCC Dirección Nacional de Cambio Climático.

FAO Food and Agriculture Organizatión

FIAN Food First Information and Action Netowork.

FUPNAPIB Fundación Parque Nacional Pico Bonito. 

GEI Gases de Efecto Invernadero.

ICF Instituto de Conservación Forestal.

INA Instituto Nacional Agrario.

IP Instituto de la Propiedad.

MDL Mecanismo de Desarrollo Limpio.

MIACC Mesa Indígena y Afro-hondureña de Cambio Climático.

OEA Organización de Estados Americanos.

OIT Organización Internacional del Trabajo

PIAH Pueblos Indígenas y Afro-hondureños de Honduras.

REDD+ Reducción de Emisiones debidas a la Deforestación y Degradación de los bosques.

RENACAMIH Red Nacional de Comunidades Afectadas por la Minería

SINAPH Sistema Nacional de Areas Protegidas de Honduras.

ZEDE Zona de Desarrollo y Empelo.
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